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Intervención sobre Acuerdo de Imparcialidad

La construcción de un Sistema Plural de Partidos Políticos en México, en el que existen genuinas alternativas por las que puede optar la ciudadanía a través del sufragio, implicó desmontar la existencia del régimen de partido hegemónico, y a la vez trascender la normalidad política y constitucional que implicó históricamente la fusión y confusión entre el Estado y el Gobierno, y entre Gobierno y partido de Gobierno.

En esos años, los de la post-revolución, los avances del Estado fueron encabezados y operados por gobiernos surgidos de la misma fuerza política, y los logros de esa fuerza se identificaron siempre con los de la Nación.

Gracias al desarrollo económico, que hay que decirlo, se sembró en aquella época en el periodo conocido como el desarrollo estabilizador, pero también gracias a la expansión de la pluralidad cultural y política de la sociedad mexicana, que avanzó a contracorriente del régimen, como lo demostró el despertar democrático del año 1968, y luego las jornadas a favor de la democratización en las últimas tres décadas del siglo XX, el Modelo de fuerza hegemónica ligada al Gobierno fue quedando atrás, la democratización quiso decir por una parte respeto al voto, y por otro la edificación de reglas del juego e instituciones que inhibieron hacer un uso partidista de los recursos de los gobiernos.

Ese acuerdo sustancial de desmontar el binomio Gobierno y partido del Gobierno, en los años 90, en ese acuerdo participaron las más importantes fuerzas políticas, incluida la que en ese momento ocupaba el poder, y ese acuerdo fundador, que se cristalizó, creo yo en la Reforma de 1996, de unas reglas de juego democrática aceptadas por todos, las honró en su momento y las honra hasta ahora pero, en la historia de las sociedad no hay estaciones terminales, si hemos dejado atrás la confusión entre Estado y Gobierno, muestra de ello es que, con más claridad se identifican ya instituciones del Estado autónomas al Ejecutivo, como es el Instituto Nacional Electoral, y si hemos remontado la confusión entre el Gobierno y un partido, ahora, la tarea es evitar la confusión entre distintos gobiernos y los partidos de donde emergieron esos gobiernos.

Esa es la importancia del Acuerdo de Imparcialidad que se somete a nuestra consideración; no está dirigido a un Gobierno en exclusiva y a un partido en exclusiva, está dirigido a todos los gobiernos surgidos de las distintas fuerzas políticas que han ganado elecciones.

Hay que reconocerlo, en México y el mundo en general, cada Gobierno trata de legar políticamente al partido que le da origen los logros de sus actos, eso es legítimo; el buen Gobierno puede ser premiado por los ciudadanos y el mal Gobierno sancionado y retirado en las urnas, pero lo que no es legítimo, pero además tampoco es legal es la intromisión de los gobiernos en los procesos electorales y basta ver las decenas, centenas, de quejas que se han presentado ante la autoridad electoral en los últimos años, para ver cómo gobiernos surgidos de muy distintos partidos políticos, han sido denunciados por sus adversarios por haber incurrido en parcialidad.

El marco legal que nos dio la democratización y que hizo posible las alternancias en miles de municipios, en decenas de entidades federativas y en la Presidencia de la República, le da a los partidos políticos suficientes prerrogativas, tanto de financiamiento público, como en acceso a la radio y la televisión, como para que la contienda electoral legítima se dé entre partidos políticos, sin necesidad de que acudan a las “vejigas” de sus gobiernos para cruzar el río de las campañas. Así, al tiempo que se amplió el financiamiento público predominante y se dieron reglas de reparto equitativas de esos recursos para las distintas fuerzas políticas, se volvió un delito electoral el desvío de recursos públicos a favor o en contra de alguno de los contendientes.

Más adelante se prohibió el uso de las campañas de comunicación social por parte de los gobiernos durante las etapas de proselitismo electoral, y también se ha prohibido desde la Constitución Política la promoción personalizada de los servidores públicos, con independencia de su origen partidario.

Estamos ya en la fase intensa del Proceso Electoral, a poco más de una semana de que inicien las campañas en las nueve entidades donde se elegirán gobernadores y a cinco semanas de que arranquen las campañas de los candidatos a Diputados Federales.

Por eso, no podemos posponer más el Acuerdo de Imparcialidad que va dirigido, por supuesto, al Gobierno Federal, pero también a los 32 gobiernos de las entidades federativas y a los cerca de los 2 mil 500 gobiernos municipales. Esos gobiernos surgieron de las siglas de siete de los 10 Partidos Políticos Nacionales, ya sea por triunfos en lo individual o a través de coaliciones electorales; Partido Acción Nacional, Partido Revolucionario Institucional, Partido de la Revolución Democrática, Partido del Trabajo, Movimiento Ciudadano, Partido Verde Ecologista de México y Nueva Alianza, tienen gobiernos. A sus gobiernos se dirige este Proyecto de Acuerdo, los acota a todos, en tanto son gobierno, pero también les da garantía porque todos también son oposición.
En este Proyecto de Acuerdo se considera contrario a la Constitución Política y al principio de imparcialidad condicionar la entrega de recursos y programas públicos a la emisión o demostración del voto a favor de cualquier fuerza, el amenazar con no entregar servicios y bienes públicos a la población a cambio de apoyo electoral. El obtener de manera ilegales los datos de la credencial para votar o retenerlos, el obtener o solicitar declaración del elector sobre sentido de su voto.

Este Proyecto de Acuerdo se inscribe en la idea proteger las condiciones de equidad y legalidad en la contienda electoral, pero va más allá, quiere contribuir a dejar atrás el subdesarrollo político que implica la pretensión de utilizar los recursos públicos, las obligaciones del Estado, las acciones de las administraciones públicas con fines de rédito electoral.

A lo que apostamos desde el Instituto Nacional Electoral, es a la construcción de una ciudadanía con derechos, que sustituya la idea de clientelas con prebendas, quisiéramos un Estado que garantiza los derechos de los ciudadanos, no grupos gobernantes que ofrecen dádivas a sus electores. Por eso es tan relevante este Acuerdo de Imparcialidad. 
